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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 81/2022-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR GENERAL DE GOBERNACIÓN DE LA SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y OTRA.
MAGISTRADO:

LICENCIADO JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR

San Luis Potosí, S.L.P., veinticinco de mayo de dos mil veintidós. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 81/2022-3 promovido por **********contra actos del Director General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y del Inspector adscrito a la Subdirección de Alcoholes de la referida Dirección General de Gobernación de nombre **********; y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal con fecha nueve de febrero de dos mil veintidós, compareció **********demandando como autoridad emisora al Director General de Gobernación de la Secretaría General de Gobierno del Estado de San Luis Potosí y como autoridad ejecutora: al  Inspector adscrito a la Subdirección de Alcoholes de la referida Dirección General de Gobernación, por la nulidad del siguiente acto: 
“…La resolución de fecha ********** mediante la cual, se determina a la parte actora una multa por la cantidad  equivalente de 275 doscientos setenta y cinco veces el valor de la unidad de medida y actualización, derivada de la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación SGG-DGG-SA-OI-02-0107-2021 en el establecimiento con giro club social denominado  “**********”
II.- Por auto de fecha quince de febrero de dos mil veintidós, previo requerimiento efectuado al actor, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.
III.-Por proveído de fecha quince de marzo de dos mil veintidós, se tuvo por contestando la demanda a la diversa  autoridad demandada el Director General de Gobernación en el Estado de San Luis Potosí; se ordenó correr traslado a la parte actora con el escrito de contestación para que manifestara lo que a su derecho corresponda; se admitieron las pruebas; así mismo se tuvo al Inspector adscrito a la Subdirección de Alcoholes de la referida Dirección General de Gobernación,  no contestando la demanda instaurada en su contra y por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario; se fijó fecha y hora para la audiencia final a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
IV.- Con fecha de seis de abril de dos mil veintidós, tuvo verificativo la Audiencia de Ley en este juicio, con la inasistencia de las partes; el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda y contestación, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tienen por desahogadas las pruebas documentales ofrecidas por las partes de acuerdo a su propia naturaleza; y se hizo constar que no existen pruebas pendientes que desahogar: en etapa de alegatos; se dio cuenta de que no fueron formulados por la parte actora; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7°, 9°, fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luís Potosí y 1°, 2°, 161, 174, 175, 176, y 177 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí;  y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.

La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su legitimación en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada de la Resolución de fecha veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno, en la cual se determina la multa que impugna en este juicio, visible en fojas 16 a la 22 de este sumario.
La autoridad demandada el Director General de Gobernación en el Estado de San Luis Potosí, acreditó la representación y legitimación, a través de la copia certificada del nombramiento exhibido en este juicio otorgado a su favor, que obra en foja 54 del sumario, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Por lo que corresponde a la diversa autoridad demandada Inspector adscrito a la Subdirección de Alcoholes de la referida Dirección General de Gobernación, se le tuvo por no contestando la demanda instaurada en su contra y por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario; según consta en el proveído de fecha quince de marzo de dos mil veintidós.
Las documentales anteriormente referidas, adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
TERCERO.- La litis de la presente controversia, consiste en determinar la legalidad o ilegalidad de la Resolución de fecha **********, emitida por el Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual, se determina a la parte actora una multa por la cantidad  equivalente de “2725 u.m. a.; por la violación al artículo 3 y 55 de la Ley de Bebidas Alcohólicas vigente en el Estado”, derivada de la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación SGG-DGG-SA-OI-02-0107-2021 en el establecimiento con giro club social denominado  “********** 
Resolución que obra en copia fotostática en fojas 16 a la 22 de este sumario y que exhibió la parte accionante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado; que  también se encuentra agregada en copia certificada en fojas 63 a la 69 en este juicio, al haber sido ofrecida como prueba por parte de la demandada en su escrito de contestación.
CUARTO.- Previo al estudio de los conceptos de impugnación, esta Sala Unitaria procede a analizar si en el expediente en que se actúa, se actualiza alguna de las causales de improcedencia o de sobreseimiento, ya sea que las partes lo aleguen o no, por tratarse de una cuestión que debe examinarse de oficio, conforme a lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 221332, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. ...”

En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada, al producir su respectiva contestación que obra en fojas 34 a la 52 de este sumario, señalan que  la resolución  impugnada se emitió de manera legal, fundada y motivada, conforme a lo señalado en el Acta de  Inspección, Vigilancia y Verificación Circunstanciada SGG-DGG-SA-AC-02-0107-2021, en la cual se hizo constar  que no presenta licencia para desempeñar dicha actividad, y por tanto la resolución cumple con todos los requisitos conforme a la norma aplicable. A ese respecto, cabe señalar que dichas manifestaciones son razonamientos que involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, siendo que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio y que deben analizarse atendiendo a la legitimación ad causam por tratarse de actividades regladas, que atañe al fondo de la cuestión litigiosa, que sólo puede analizarse en el momento en que se pronuncie la sentencia definitiva.
Registro digital: 2010641, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito,  Décima Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: I.18o.A. J/2 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 25, Diciembre de 2015, Tomo II, página 1132, que dice: 
“INTERÉS JURÍDICO. EL EXIGIDO POR EL ARTÍCULO 51, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL, NO CONSTITUYE UNA CAUSA DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE NULIDAD, SINO DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA. El artículo 51, segundo párrafo, de la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal prevé que, tratándose de actividades reguladas, para lograr un fallo favorable, el actor debe acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso; sin embargo, tal exigencia no debe entenderse como un supuesto de improcedencia que genere el desechamiento de la demanda o el sobreseimiento en el juicio, lo anterior al no estar previsto así en el artículo 120 de la Ley Orgánica del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal -que contiene las causales de improcedencia del juicio-, más bien se debe entender como  una condición para obtener en el fondo una sentencia favorable que reconozca el derecho a desarrollar una actividad regulada, lo cual se traduce en la legitimación ad causam, pues atañe al fondo de la cuestión litigiosa, al involucrar el derecho subjetivo que se pretende reconocer y por lo mismo sólo puede analizarse al emitir la sentencia definitiva. En suma, la falta de acreditación de ese extremo no debe llevar a la improcedencia o al sobreseimiento en el juicio, sino en todo caso a denegar la pretensión de fondo formulada.”
Y la tesis de Jurisprudencia, Registro digital: 169271, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Civil, Tesis: VI.3o.C. J/67, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVIII, Julio de 2008, página 1600, que dice: 
“LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA. SÓLO PUEDE ESTUDIARSE EN LA SENTENCIA DEFINITIVA. Debe distinguirse la legitimación en el proceso, de la legitimación en la causa. La primera es un presupuesto del procedimiento que se refiere o a la capacidad para comparecer al juicio, para lo cual se requiere que el compareciente esté en pleno ejercicio de sus derechos civiles, o a la representación de quien comparece a nombre de otro. En este sentido, siendo la legitimación ad procesum un presupuesto procesal, puede examinarse en cualquier momento del juicio, pues si el actor carece de capacidad para comparecer a él o no justifica ser el representante legal del demandante, sería ociosa la continuación de un proceso seguido por quien no puede apersonarse en el mismo. En cambio, la legitimación en la causa, no es un presupuesto procesal, sino una condición para obtener sentencia favorable. En efecto, ésta consiste en la identidad del actor con la persona a cuyo favor está la ley; en consecuencia, el actor estará legitimado en la causa cuando ejercita un derecho que realmente le corresponde. Como se ve, la legitimación ad causam atañe al fondo de la cuestión litigiosa y, por tanto, lógicamente, sólo puede analizarse en el momento en que se pronuncie la sentencia definitiva.”

Y sirve de apoyo por analogía, la Tesis de Jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo es aplicable al presente caso, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Época: Novena Época, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Materia(s): Común, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 3 a la 9 de este sumario, argumentos que no se trascriben y por economía procesal se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Determinado lo anterior, se procede al examen de la legalidad o ilegalidad de la resolución de fecha **********, mediante la cual, se determina a la parte actora una multa por la cantidad  equivalente de “2725 u.m.a.; por la violación al artículo 3 y 55 de la Ley de Bebidas Alcohólicas vigente en el Estado”, derivada de la Orden de Visita e Inspección, Vigilancia y Verificación SGG-DGG-SA-OI-02-0107-2021.
Acto impugnado del que se advierte deriva de actividades regladas, esto es, aquellas que requieren de concesión, licencia de uso de suelo o construcción, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, de los cuales para la procedencia de su estudio en la vía contenciosa administrativa se requiere por parte de la accionante que pretende obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, que acredite su interés jurídico mediante la correspondiente la Licencia de Funcionamiento o autorización expedida a su nombre por la autoridad competente, que lo legitime para la actividad que ejerce en su establecimiento, que es la que engendra la titularidad de ese derecho.
Por tanto en caso de no cumplirse con este requisito, el juicio será improcedente porque así expresamente lo establece el artículo 231 del Código Procesal Administrativo del Estado, que a la letra dice: 

“Artículo  231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 

“Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad.

“En los casos en que el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, deberá acreditar su interés jurídico mediante la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso.”

(lo resaltado es nuestro)

Atendiendo a esta disposición legal, para tener por acreditando el interés jurídico de la parte actora en este juicio demandando la ilegalidad del Acta de Inspección, Vigilancia y verificación Circunstanciada SGG/DGG-SA-AC-02-0108-2021,**********debió haber exhibido en el presente juicio que nos ocupa, la Licencia de Funcionamiento o autorización expedida a su nombre por la autoridad competente, que lo legitime para la actividad que ejerce en su establecimiento, que es la que engendra la titularidad de ese derecho, lo cual omitió, (según se aprecia de los medios probatorios que ofreció en su escrito de demanda visibles en fojas 11 a la 24 de este sumario, consistentes en: la presuncional legal y humana y la Instrumental de Actuaciones; la Resolución de fecha veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno; copia de la credencial para votar expedida a su nombre por el Instituto Nacional Electoral; Copia del oficio DGG-3058/SJ-0638/2021, que suscribe el Director General de Gobernación, de fecha veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno, dirigido al Secretario de Finanzas, por medio del cual comunica que proceda al cobro de la multa impuesta por la cantidad de********** documentales que  adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
Circunstancia que  trae como consecuencia que los actos que impugna no afecten su interés jurídico,  en razón de que esa actividad se encuentra reglamentada conforme lo dispuesto por los artículos 7,11,13,14 y 17, de la  Ley de Bebidas Alcohólicas del Estado de San Luis Potosí, pues éstos no deben considerarse como conculcatorios del derecho de posesión o propiedad, sino en la transgresión de la titularidad del derecho afectado.
Ya que el acto que impugna en este juicio, deriva de actividades regladas, esto es, aquéllas que requieren de licencia, permiso, autorización para su ejercicio, de los cuales para la procedencia de su estudio en la vía contenciosa administrativa se requiere por parte del accionante que pretende obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, que acredite su interés jurídico mediante la correspondiente Licencia o autorización expedida a su nombre por la autoridad competente que lo legitime  para realizar la  actividad que ejerce, en razón de que esa actividad se encuentra reglamentada y requiere de la licencia o permiso otorgado por autoridad competente.
Bajo esa premisa, se tiene que la falta de acreditación de ese extremo lleva a la improcedencia o al sobreseimiento del  juicio en términos del numeral 231 en cita, porque así expresamente lo establece, esto en concatenación con el artículo 228 fracción II, del mismo ordenamiento al prever entre las causas de improcedencia, que ello acontecerá cuando no se afecten los  intereses jurídico o legítimos del actor, disposición legal que a la letra dice: 

“Artículo  228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: 

“…II. Que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor;(…).”

Sin embargo, se advierte que en el presente juicio la parte actora también se encuentra reclamando la multa que le impuso en ese procedimiento, la cual si bien deriva de la Orden de Inspección SGG/DGG-SA-AC-01- 02-0107-2021 y del Acta de Inspección, Vigilancia y verificación Circunstanciada SGG/DGG-SA-AC-02-0108-2021, que componen los diversos actos impugnados, que constituye una  excepción que obliga a este Sala Unitaria a ceñirse al estudio de la sanción de multa, sin poder  analizar  los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el oficio de la Orden de Inspección, Acta de Circunstanciada de Inspección y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque estos actos sólo pueden ser controvertidos por quien cuente con tal documentación, es decir, dichos actos solo pueden ser estudiados de fondo si acredita el interés jurídico, que solo se demuestra con 
la Licencia de Funcionamiento o autorización expedida a su nombre por la autoridad competente, lo cual como se ha sostenido en  los párrafos que preceden, no acreditó, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos respecto a dichos actos.

Consecuentemente, esta Tercera Sala Unitaria, sólo examinará la legalidad o ilegalidad de la Multa impuesta, conforme a los conceptos de impugnación que hace valer el actor en este juicio tendientes a controvertir la multa; únicamente para corroborar si se citan los hechos que la actualizan y que éstos coincidan con lo asentado por el verificador, de manera que exista congruencia entre lo apreciado por este último y las hipótesis legales que contiene el precepto que se cita.
Lo anterior en acatamiento a la Jurisprudencia de la Época: Novena Época, Registro: 165594,  Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Enero de 2010, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 253/2009, Página: 268, que dice:  
“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. CUANDO SE IMPUGNA LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE IMPONE UNA SANCIÓN, ANTE LA FALTA DE CONCESIÓN, LICENCIA, PERMISO, AUTORIZACIÓN O AVISO DE ACTIVIDADES REGULADAS, EL TRIBUNAL DEBE CEÑIRSE, EN SU CASO, AL ESTUDIO DE LA LEGALIDAD DE LA SANCIÓN IMPUESTA. Conforme al artículo 34, párrafo segundo, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, cuando el actor pretenda obtener sentencia que le permita realizar actividades reguladas, esto es, de aquellas que requieran de concesión, licencia, permiso, autorización o aviso para su ejercicio, deberá acreditar su interés jurídico, y de no cumplir con ese requisito el juicio será improcedente, por disposición expresa del artículo 72, fracción XI, del mismo ordenamiento, el cual prevé como causa de improcedencia del juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, no acreditar el interés jurídico, en los casos a que alude el segundo párrafo del referido artículo 34. Sin embargo, cuando el actor además reclame una sanción impuesta sin contar con la correspondiente concesión, licencia, permiso, autorización o aviso, el Tribunal deberá ceñirse al estudio de la sanción, sin poder analizar los actos preliminares de verificación que le antecedieron, como pueden ser el acta de inicio y el consecuente procedimiento administrativo sancionador, porque esos actos sólo puede controvertirlos quien cuente con interés jurídico, por lo que resultan inoperantes los argumentos vertidos al respecto; y aunque es cierto que en la jurisdicción contencioso administrativa del Distrito Federal basta con tener un interés legítimo para poder accionar, según lo establece el párrafo primero del indicado artículo 34, esta regla no es absoluta, pues admite como única excepción que la pretensión del actor consista en obtener una sentencia que le permita continuar realizando actividades reguladas, supuesto en el cual la ley condicionó la posibilidad del estudio de este acto a la existencia del documento que acredite su interés jurídico, estableciendo incluso la improcedencia del juicio cuando no se exhibiere.- Contradicción de tesis 418/2009. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto y Séptimo, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 2 de diciembre de 2009. Mayoría de tres votos. Disidente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes..-Tesis de jurisprudencia 253/2009. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de diciembre de dos mil nueve.

(lo resaltado es nuestro)

SEPTIMO.- Precisado lo anterior, nos ocuparemos del Segundo y Tercero de los conceptos de impugnación que plantea el actor, en el cual se hacen valer agravios respecto a la multa, los que se analizan en forma conjunta por estar vinculados entre sí en cuanto a las violaciones que aluden, mismos que se examinan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes, y que obran en autos de este procedimiento.

Apoya lo antes dicho la jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, visible en la Tesis con Registro 2011406 ,Décima Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, Publicación: viernes 08 de abril de 2016 10:08 h, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.), Pagina 2018, que dice: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso...”
Conceptos de impugnación que en la parte que interesa refieren:
“SEGUNDO: En la resolución que emite el director de la (…), señala que existe reincidencia de mi parte, por eso me pone tal sanción; sin embargo, contrario a lo establecido en la resolución, el referido director en su resolución, no refiere como acredita la reincidencia, pues atendiendo a los principios del derecho penal que dicen hay reincidencia; siempre que al (…), mi demandada es omisa en señalar en que asuntos me han sancionado para determinar la reincidencia.”
“TERCERO: Por otro lado, se remitió el oficio DGG-3058/SJ-0638/2021, que suscribe el Director General de Gobernación, el veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno, dirigido al Secretario de Finanzas, por medio del cual comunica que proceda al cobro de la multa impuesta por la cantidad de**********
“En el caso no le asiste la razón a mi demandado, en virtud de que en la resolución se me impuso una multa de 275 (doscientos setenta y cinco) u.m.a. (unidades de medida y actualización), que multiplicados por los $89.62 que en ese tiempo (noviembre de 2021) y esta zona geográfica se encontraba vigente, no concuerda con el monto que se me pretende cobrar, haciendo la operación aritmética correspondiente.”
Del estudio y análisis practicado, esta Tercera Sala Unitaria determina que resulta fundado y suficiente, para determinar la ilegalidad de los actos  impugnados.

Toda vez que se advierte del contenido de la resolución impugnada que la autoridad demandada no fundó ni motivó debidamente el monto de la sanción de Multa que le impuso al accionante, conforme a lo establecido en el artículo 210 fracciones I, II, III, IV y V, del Código Procesal Administrativo para el Estado, que consagran los principios de proporcionalidad y razonabilidad en la imposición de sanciones, a virtud de que no manifiesta los motivos que consideró para imponer el monto de la misma, ni valoró debidamente los diversos elementos o circunstancias a considerar en su imposición; normatividad en cita que a la letra refiere: 

“Artículo 210. La autoridad administrativa fundará y motivará su resolución, considerando:
 “I. Los daños que se hubieren producido o puedan producirse; 

“II. El carácter intencional o no de la acción u omisión constitutiva de la infracción; 

“III. La gravedad de la infracción; 

“IV. La capacidad económica del infractor, y
“V. Si existe o no reincidencia.
“Para la imposición de la sanción deberá considerarse la circunstancia de que el acto u omisión haya sido corregido o subsanado de manera espontánea por el servidor público o implique un error manifiesto y que en cualquiera de estos supuestos, los efectos producidos, hubieren desaparecido.”

Pues, conforme a la disposición en cita, los diversos elementos y circunstancias que deben ponderarse o valorarse, para seleccionar de aquéllas cuál es la sanción adecuada que corresponda, así como su alcance y efectos relativos; todo lo cual, no aconteció en el presente asunto, ya que de forma general se determinó imponer una Multa ante la infracción cometida por el actor señalando de forma general que existía reincidencia  de cuatro veces que ha sido inspeccionada, y que deviene entonces el incumplimiento a lo previsto por la Ley de Bebidas Alcohólicas vigente en el Estado, específicamente en su artículo 3, sin valorar los elementos y circunstancias señalados en el numeral 210 fracciones I, II, III, IV y V, y último párrafo, del Código Procesal en comento, para la imposición del monto de la sanción; partiendo del hecho de que, todos los elementos deben ponderarse sin exclusión de alguno de ellos, y tomarse en cuenta, para imponer una sanción administrativa equilibrada respecto de la infracción cometida, ello atendiendo que se fijó una cantidad a pagar por concepto de Multa como resultado de la violación cometida por la hoy accionante, detectada en la visita de inspección que generó la resolución impugnada, con la finalidad de procurar evitar la imposición de sanciones inequitativas, desproporcionadas y violatorias de derechos humanos, circunstancia que omitió la autoridad demandada.

En efecto, del texto de la resolución impugnada, se aprecia que la autoridad demandada es omisa en fundar y motivar la legalidad de la Multa impuesta, al señalar únicamente las disposiciones que aplicó para emitir y justificar la procedencia de la misma en los términos en que la emitió; siendo que si bien es cierto que en ella invoca los preceptos normativos en la que funda su sanción, también es cierto que ello resulta insuficiente para estar debidamente fundada y motivada la sanción impuesta, ya que incumple los elementos y requisitos del acto administrativo establecidos en los artículos 164 fracción V y 165 fracciones I y II, del Código Procesal Administrativo para el Estado; ello es así, pues en la resolución que impone la sanción económica aquí impugnada, no se fundó ni motivó en forma adecuada la determinación de imponer una Multa  y la determinación de imponer dicha Multa por la cantidad de equivalente de “2725 u.m. a.; por la violación al artículo 3 y 55 de la Ley de Bebidas Alcohólicas vigente en el Estado, al actor como propietario del negocio motivo de esta controversia, en lugar de un importe diverso, que pudo ser mayor o menor inclusive; y no se fundó ni motivó todo lo anterior de acuerdo con los elementos y circunstancias derivadas de la visita de inspección establecidas en el numeral 210 transcrito anteriormente; para ubicar de acuerdo a dichos elementos y circunstancias, dependiendo de la actualización o no de las mismas y su ponderación, cual es la sanción a imponer; así como su alcance y efectos correspondientes, de resultar esto aplicable.

A virtud de que no cita razones de hecho o fundamentos legales que le hayan permitido a la autoridad imponer una multa como la que nos ocupa, pues de acuerdo a los artículos antes citados, existen parámetros sobre los cuales se deben ajustar las sanciones, atendiendo a la gravedad de la infracción, la capacidad económica del infractor, la reincidencia o cualquier otro elemento del que puede inferirse la levedad o la gravedad del hecho infractor; obligación que omitió acatar la autoridad demandada en la resolución que se impugna y que dejan en estado de indefensión a la actora, lo que contraviene lo establecido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, que obliga a toda autoridad no solo a fundar sus actos sino también a motivarlos, ya que todos los actos administrativos, requieren para ser legales, entre otros requisitos, imprescindiblemente que sean emitidos con la motivación aplicable al caso en particular, con la finalidad de justificar su actuación ante el gobernado, circunstancia que en el caso que nos ocupa no sucedió. 

A mayor abundamiento, cabe señalar que la autoridad demandada en el fundamento para la imposición de la sanción reclamada, determinó procedente una Multa por la cantidad  equivalente de “2725 u.m. a.; por la violación al artículo 3 y 55 de la Ley de Bebidas Alcohólicas vigente en el Estado, al propietario del negocio sujeto de esta controversia, según se aprecia en esa resolución impugnada, numerales que se transcriben: 
“Artículo 3º. Para la venta, distribución, consumo y suministro de bebidas alcohólicas de cualquier tipo y presentación, se requiere licencia expedida por la autoridad competente; previo cumplimiento de los requisitos que fija esta Ley. 
“Artículo 55. Toda persona que venda, distribuya o suministre bebidas alcohólicas sin licencia; o bebidas alcohólicas adulteradas, alteradas, contaminadas, o falsificadas, se le impondrá una multa de seiscientas a mil doscientas veces el valor diario de la unidad de medida y actualización vigente, sin perjuicio de las sanciones penales que correspondan. 
(lo resaltado es nuestro)
Normatividad segunda de la que se aprecia, que para el caso de imponer una Multa, está regulado un mínimo y un máximo para tal sanción, siendo “…de seiscientas a mil doscientas veces el valor diario de la unidad de medida y actualización vigente..”, estando obligada la autoridad sancionadora a ubicarse dentro de esos parámetros cuya graduación se sujetará a la gravedad de la infracción, la capacidad económica del infractor, la reincidencia o cualquier otro elemento del que pueda inferirse la levedad o la gravedad del hecho infractor; factores o circunstancias sobre los cuales debió estarse la demandada en el presente asunto para determinar el monto o importe de la Multa, circunstancias que omitió, en perjuicio de la sociedad actora al establecer y aplicar dicha multa, ya que no estableció los parámetros sobre los cuales se basó para la fijación del monto o importe correspondiente, lo que impidió a la accionante conocer los criterios fundamentales de la decisión; generándose que la autoridad sancionadora actuó en contravención a lo previsto en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, respecto de la imposición de la Multa, ya que no se cumplió con la debida fundamentación y motivación para determinarla y aplicarla.

Tiene aplicación la Jurisprudencia que emite el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, Época: Novena Época, Registro: 186216, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVI, Agosto de 2002, Materia(s): Común, Tesis: VI.3o.A. J/20, Página: 1172, que dice:  

“MULTAS. INDIVIDUALIZACIÓN DE SU MONTO. Basta que el precepto legal en que se establezca una multa señale un mínimo y un máximo de la sanción, para que dentro de esos parámetros el aplicador la gradúe atendiendo a la gravedad de la infracción, la capacidad económica del infractor, la reincidencia o cualquier otro elemento del que puede inferirse la levedad o la gravedad del hecho infractor, sin que sea necesario que en el texto mismo de la ley se aluda a tales lineamientos, pues precisamente al concederse ese margen de acción, el legislador está permitiendo el uso del arbitrio individualizador, que para no ser arbitrario debe regirse por factores que permitan graduar el monto de la multa, y que serán los que rodean tanto al infractor como al hecho sancionable. ...”

Asimismo, sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Época: Séptima Época, Registro: 394216, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte SCJN, Materia(s): Común, Tesis: 260, Página: 175, que dice: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.…”

En consecuencia, dado que los argumentos vertidos por la demandada para la imposición del monto o importe de la Multa de referencia causó un perjuicio al hoy actor, ya que fue impuesta en contravención de las disposiciones aplicables y por haber dejado de aplicar las debidas, como se anticipó, se actualizan causas y motivos suficientes para considerar este concepto de impugnación como fundado y suficiente, para declarar la nulidad del acto que se combate; a virtud de que la autoridad demandada omitió atender cabalmente lo ordenado por los artículos 210 en sus fracciones I, II, III, IV y V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y 55 de la Ley de Bebidas Alcohólicas vigente en el Estado; para fundar y motivar adecuadamente, la causa o motivo que a su juicio generó la imposición de la Multa en la cuantía determinada a cargo del particular demandante.

En ese contexto, resulta ilegal la resolución que impugna de fecha **********, emitida por el Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, ya que se desprende de su contenido que no se hace constar por parte de la autoridad demandada la motivación para imponer la sanción de multa en los términos en que lo hizo, los cuales  deben ser señalados con toda exactitud, precisándose las circunstancias especiales, razones particulares inmediatas de ponderación que se haya tenido en consideración para la emisión del acto, elementos y requisitos que son indispensables para que el acto sea jurídicamente motivado y válido en contenido y ejecución, desprendiéndose que la autoridad demandada es omisa de forma total en motivar el monto de la Multa impuesta al actor, lo que deja en estado de indefensión al verse afectado de la legalidad que todo acto debe contener, violentándose así los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna, en relación con los numerales 164 y 165 del Código Procesal Administrativo en consulta.   

En consecuencia, lo procedente es decretar la ilegalidad, invalidez y nulidad de la resolución impugnada, únicamente en cuanto se refiere a la multa impuesta al actor, sin que proceda la declaratoria de nulidad total de la misma, pues la ilegalidad del actuar de la autoridad demandada sólo acontece respecto de la adecuada fundamentación y motivación de la multa impuesta, dependiendo de los elementos a considerar, destacándose los daños que se hubieren producido o puedan producirse, el carácter intencional o no de la acción u omisión constitutiva de la infracción, la gravedad de la infracción, la capacidad económica del infractor, y si existe o no reincidencia; aunado a los parámetros, alcances o efectos, debidamente valorados y ponderados;  atentos al contenido integral de los artículos 210 del Código Procesal Administrativo para el Estado, y 55 de la Ley de Bebidas Alcohólicas vigente en el Estado, sin afectar lo relativo a la actualización de la conducta materia de sanción, por lo que se procede ordenar a la autoridad demandada emita una nueva resolución fundada y motivada para la imposición de la sanción de multa que corresponda, en la que atienda los lineamientos vertidos en esta sentencia y los contenidos de la normatividad citada; resolviendo con plenitud de jurisdicción lo que en derecho proceda, atentos a los lineamientos descritos; e informar a esta Sala Unitaria, acompañando copia certificada tanto de los oficios como de las constancias correspondientes.
Tiene aplicación la Tesis de Jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Séptimo Circuito, Época: Novena Época, Registro: 174227, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Septiembre de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: VII.2o.A.T. J/7, Página: 1220, que dice:  

“MULTAS ADMINISTRATIVAS. LA INDEBIDA MOTIVACIÓN EN CUANTO AL MONTO IMPUESTO SÓLO GENERA LA NULIDAD PARA EFECTOS DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, SI SE RECONOCIÓ LA VALIDEZ DE LA DETERMINACIÓN DE LA CONDUCTA SANCIONADA. La circunstancia de que en la imposición de una multa administrativa no se hayan motivado debidamente los porcentajes que la autoridad demandada asignó respecto de cada uno de los elementos que tomó en cuenta para determinar el monto de la sanción, como son: la importancia del asunto, las condiciones del infractor, la conveniencia de eliminar prácticas tendientes a infringir, en cualquier forma, las disposiciones de la ley o las que se dicten con base en ella; la gravedad de la sanción, etcétera, no puede llevar a la declaratoria de nulidad lisa y llana de la resolución impugnada, pues la ilegalidad del actuar de la autoridad demandada sólo acontece respecto de la motivación del monto de la multa, lo que no puede afectar lo relativo a la actualización de la conducta que originó dicha sanción, ya que al no declararse la nulidad del actuar de la autoridad sancionadora respecto de las infracciones imputadas al afectado, dichas determinaciones subsisten; por ende, en esos casos debe declararse la nulidad para efectos de que la autoridad demandada emita una nueva resolución en la que motive debidamente el monto de la sanción impuesta. ...” 

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracciones II y IV,  y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la Resolución de fecha **********, emitida por el Director General de Gobernación del Estado de San Luis Potosí, únicamente en cuanto se refiere a la imposición de la Multa; y por consecuencia, la NULIDAD PARCIAL de dicha resolución, quedando intocado el resto de la misma, al no haber sido materia de estudio; de acuerdo con los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto y Séptimo de esta sentencia.

Resultando innecesario el estudio de los restantes conceptos de  impugnación, en acatamiento a la Tesis de Jurisprudencia, Época: Novena Época, Registro: 172578, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, Materia(s): Común, Tesis: IV.2o.C. J/9, Página: 1743, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. ES INNECESARIO SU ESTUDIO, CUANDO LA DECLARACIÓN DE FIRMEZA DE UNA CONSIDERACIÓN AUTÓNOMA DE LA SENTENCIA RECLAMADA ES SUFICIENTE PARA REGIR SU SENTIDO. Si el tribunal responsable, para sustentar el sentido de la resolución reclamada, expresó diversas consideraciones, las cuales resultan autónomas o independientes entre sí y suficientes cada una de ellas para regir su sentido, la ineficacia de los conceptos de violación tocantes a evidenciar la ilegalidad de alguna de tales consideraciones, hace innecesario el estudio de los restantes, pues su examen en nada variaría el sentido de la resolución reclamada, ya que basta que quede firme alguna para que dicha consideración sustente por sí sola el sentido del fallo”. 

En ese sentido, con base en lo dispuesto por los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos; se ordena a la autoridad demandada, emitir una nueva resolución adecuadamente fundada y motivada para la imposición o abstención de la sanción que corresponda, en la que atienda los lineamientos vertidos en esta sentencia y aplique de manera integral los artículos 206 y 210 del Código Procesal Administrativo para el Estado, en relación con el numeral 46 fracción XVI de la Ley de Ingresos del Municipio de San Luis Potosí, para el Ejercicio Fiscal 2019, en caso de resultar aplicable; resolviendo con plenitud de jurisdicción lo que en derecho proceda; debiendo  informar a este Tribunal sobre dicho cumplimiento y acompañar para acreditarlo copia certificada de los oficios y constancias correspondientes, emitidos para ese efecto.
Con base en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, esta Sala Unitaria le prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, le requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que procedan.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 fracciones II y IV, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E
PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado únicamente en cuanto se refiere a la imposición de la Multa determinada al actor; y, por consecuencia, la NULIDAD PARCIAL de la misma, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en los  Considerandos Sexto y Séptimo de esta sentencia. 

TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 
	

	


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

